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1. 
Norma acusada

LEY 1425 DE 2010

(Diciembre 29)

Por medio de la cual se derogan los artículos de la Ley 472 de 1998 Acciones Populares y Grupo

Artículo 1º. Deróguense los artículos 39 y 40 de la Ley 472 de 1998.

Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga y modifica todas las disposiciones que sean contrarias. 

2.
Decisión

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-630 de 2011, mediante la cual se declaró EXEQUIBLE la Ley 1425 de 2010, por los cargos de violación a los principios de igualdad, progresividad y solidaridad y del derecho de acceso a la administración de justicia.

3.
Fundamentos de la decisión

En primer lugar, la Corte advirtió que no le asiste la razón al Procurador General de la Nación respecto de la inhibición solicitada con base en la vigencia de los incentivos a que alude la norma demandada, por cuanto, como ya lo sostuvo en la Sentencia C-630 de 2011, la Ley 1425 de 2010 derogó el incentivo económico de las acciones populares, al menos, por dos argumentos: (i) el histórico, en tanto era voluntad del legislador eliminarlos, sin que se contemplaran excepciones en el curso del trámite legislativo; (ii) el normativo, de acuerdo con el cual concurren dos modalidades de derogatoria de los incentivos en forma expresa y otra tácita. Lo anterior, en ejercicio de la potestad del legislador para regular las acciones populares, prevista de manera amplia por el artículo 88 de la Carta Política. 

De otra parte, la Corte constató la existencia de cosa juzgada frente a los cargos formulados en la presente demanda contra la Ley 1425 de 2010, por la vulneración de los principios de regresividad de los derechos colectivos, solidaridad, igualdad y del derecho de acceso a la administración de justicia, toda vez que ya fueron decididos con anterioridad, en la sentencia C-630 de 2011, de manera que no hay lugar a un nuevo pronunciamiento y solo restaba estarse a lo resuelto en esta providencia.

En cuanto al cargo por violación del principio de eficacia, la Corte encontró que carece de especificidad, en la medida que no se presentan argumentos para determinar cómo las normas acusadas desconocen cada uno de los artículos constitucionales invocados. En efecto, no existe una confrontación entre las normas demandadas y el contenido de cada uno de los artículos de la Carta Política que se alegan violados, sino una manifestación genérica sobre la afectación de la efectividad de la acción popular, en tanto ya no habría motivación para demandar. Observó que el artículo 5º de la Ley 472 de 1998 no es un referente idóneo para realizar el juicio de constitucionalidad que le corresponde adelantar a esta Corporación. Por tanto, resulta impertinente cualquier argumentación propuesta por el actor en este sentido. 

